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1. hXXXJCCION. 

España ha ratilicado, transcurtidos doce aflos desde su firma, lo dos Pro- 
tocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, 
parala protección de las victimas de la guerra. La ratificaciónva acompañada 
de una declaración relativa al artículo 90.2 del Protocolo Adicional 1 y de 
siete declaraciones interpretativas sobre distintos aspectos a los que nos re- 
fetiremos postetionnente (1). 

El solo hecho de la ratificación mcrecerfa ya una nota, siquiera fuera a 
título informativo; pero la inclusión de unas declaraciones del género “inter- 
pretativo” como las formuladas, exige una espacio más amplio que la mera 
noticia. Lo exige, al menos, para cl autor de este estudio que, ya desde ahora, 
declara sus serias dudas sobre una gran parte del contenido de la “intcrpre- 
tación” que probablemente no es necesaria y lamentablemente no es ori- 
ginal. Tampoco le parece oportuna y considera, además, que va más allá de 
la simple interpretación para transformarse, en ocasiones, en autenticas re- 
servas (2). 

(1) El Instrumento de ratificación aparece en cl B.0.E NP 177. del 26 de julio de 1989. 
(2) Vaya por delante una confesión: quizá el autor, que participó muy activamente en la 
elaboración de los Pro~olos. sea poco objetivo. No lo quisiera. Mi postura es contraria B la 
más generalmente admitida en eso que ha dado en llamarse nueslro entorno natural, léase 
mundo occidental. Pero no es voz única. Ingenios más ilus~es nadan en la misma dirección 
-co”tracorriente-aunquesoloseaconlaesperan7.adcque,al~úndía.lasno~asqueahora 
se discuten, y hasta se rechazan, puedan ser comprendidas en su verdadero alcance. 
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Los Pmtocolos adicionales ahora ratificados fueron adoptados el 8 de 
junio de 1977, tras una larga y muy diffcil elaboración. Un an&lisis de cierta 
profundidad. y no menos objetividad, de su contenido obliga, al menos, a 
tener a la vista tres distintos aspectos: los objetivos que se perseguian; cl 
sistema de su gestación y adopción; y. finalmente, los resultados efectiva- 
mente conseguidos en relación con los iincs intentados. 

1. L.os objetivos perseguidos. 

La elaboración de los Protocolos no fue una mera casualidad: responde 
a una necesidad sentida desde época muy próxima al 12 de agosto de 1949 
en que se adoptaron los Convenios de Ginebra para la protección de las 
victimas de la guerra. Ya en 1957, el Comité Internacional de la Cruz Roja 
(C.I.C.R.) había presentado un proyecto de normas de proteccicbr de la 
población civil, aprobado, en principio, por la X!X Conferencia lntemacio- 
nal de la Cruz Roja celebrada aquel ano en Nueva Delhi (3). Con posteriori- 
dad, nunca dejó el C.I.C.R. de ocuparse de un posible desarrollo del Derecho 
internacional humanitario tcnicndo en cuenta la evolución que estabatenien- 
do el fenómeno de la guerra. 

La finalidad del C.I.C.R. al preparar la futura Conferencia diplomatica 
que produciría los necesarios instrumentos de desarrollo del derecho de la 
guerra, era múltiple y se contenía, básicamente, en la Resolución XXVIII de 
la Conferencia Internacional de la Cruz Roja celebrada en Viena en 1965. Su 
tflulo era el de “Protección de la población civil contra los peligros indiscri- 
minados de la guerra” (4) y declaraba, una vez más, que los Gobiernos 
debencm observar, al menos, los siguientes principios: 

- que el derecho de las partes implicadas en un conflicto sobre los 
medios de agresión al enemigo no es ilimitado; 

- que está prohibido lanzar ataques contra las poblaciones civiles en 
cuanto tales; 

- que debe distinguirse en todo momento entre las personas que par- 
ticipan en las hostilidades y la población civil, de forma que esta 
última sea preservada tanto como sea posible; 

(3) Vid. C.I.C.R. Commenrary on the Addihd Prorocois ofS fue f ,977 10 the Gewvo 
Convenrionr of 12 August 1949. Ginebra 1987, Pág. XXX. Las ,,o,,,,as sufrieron un general 
rechazo gubernamental debido a su directa referencia a las armas nucleares, tema al que nos 
referimos más adelante. 
(4) Vid. Texto en Manual de la Cruz Roja Internacional, Ginebra 1983, pás. 634 (versión 
Wpñ0la). 
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- que los principios generales del Dctecho de la Guerra se aplican a las 
armas nucleares y similares. 

En la Resolución XX111 de la Conferencia Internacional sobre Derechos 
Humanos celebrada en 1968 en Teherkt, se aborda identico asunto bajo la 
denominación de “derechos Humanos y Conflictos Armados” (5). Conse- 
cuencia de ello fue la importantfsima Resolución 2444 (Xx111) de la 
asamblea de las Naciones Unidas, de fecha 19 de diciembre de 1968, que 
ratifica literalmente lo acordado por la Conferencia Internacional de la Cruz 
Roja (omitiendo, sin embargo, muy significativamente toda alusión a las 
armas nucleares) e invita al Secretario General para clue, en consulta con el 
C.I.C.R., d6 los pasos necesarios para la reafirmación y el desarrollo del 
Derecho internacional humanitario (6). 

El resultado de estas Resoluciones, en las que la Comunidad internacional 
por rara unanimidad mostraba una profunda preocupación por los crecientes 
males producidos por la guerra, fue la Conferencia Diplomdtica que, en los 
aflos 1974 a 1977, dio a luz los Protocolos. El trabajo fue preparado por una 
conferencia de Expenos Gubemamcntalcs que se reunió en dos perfodos de 
sesionesenlos atlas 1971 y 1972,alaquecl C.I.C.R.sometiódocumentación 
sobre las siguientes materias que constituyen, en definitiva, los fines perse- 

guidos por los nuevos instrumentos internacionales (7): 

- Disposiciones tendentes a reforzar la aplicación del Derecho inter- 
nacional humanitario existente en los conflictos armados. 

- Refuelzodelaprotec~6ndclasPoblacionescivilesconuaelpeligro 
de las hostilidades. 

- Reglas humanitarias relativas al comportamiento entre combatien- 
tes. 

- Proteccibn de las victimas de los conflictos armados sin caracterin- 
tcmacional. 

- Estatuto de los combatientes y el problema de la guerrilla. 
- Protección de heridos y enfermos. 

Estos propósitos han de ser tenidos en cuenta antes de emitir un juicio 
sobre los Protocolos y. en especial, sobre el Protocolo Adicional 1, ya que el 

(5) Vid. en SCHINDLER-TOMAN, The Luws of Armed Coq7icrs. A.W. Sijtboff, Leiden. 
1973. Pág. 189 
(6) Schindler-Toman; op. cit. pág. 191 
(7) Documentación prewuada por el C.I.C.R. a la Conferencia de Expenas. Fascículo 1. 
Inkxhcción. pág. 1. Cadauno de estos seis fines fueron objetode un fascículo, del 11 al WI. 
completado con un VIII sobre Anexos documentales. 
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2. Elaboración de los Protocolos. 

No seda suficiente la consideración de los fines perseguidos sin conocer, 
al menos sucintamente, el proceso de elaboración de los dos Protocolos (8). 

En primer t&mino, es de advertir que en la Conferencia, cuyo nombre 
revelador y completo era “Conferencia Diplomática sobre la reafirmación y 
desarrollo del Derecho Internacional Humanitario en los conflictos arma- 
dos”, abreviadamente CDDH, estuvo presente practicamente la totalidad de 
la comunidad internacional. Solo muy pequeños Estados faltaron a la cita. En 
el periodo de sesiones de 1974 (20.02 a 29.03) hubo 124 Estados represen- 
tados; en el de 1975 (03.02 a 18.04) 120, cnelde 1976 (21.04 a 11.06). 107; 
y en el de 1977 (17.03 a 10.06) 109. Solamente China, de entre las grandes 
potencias, estuvo ausente y su ausencia fue relativa: intervino plenamente en 
el periodo de sesiones de 1974 y, aunque no concurrió a los otros tres, 
manifestó mantener su intcrks en la Conferencia y su deseo de estar 
informada puntualmente de la marcha de sus trabajos (9). Por distintas 
razones especialmente por la introducción del número 4 del artículo 
primero en el Protocolo 1- se scpard, apartándose de toda actividad y sin 
explicación alguna, la República de Sudafrica (10). Las demás ausencias no 
fueron significativas por lo que bien puede reiterarse la universalidad de la 
CDDH. Una universalidad completada con la presencia activa dc numerosos 
organismos internacionales gubcmamcntales y no gubernamentales, movi- 
mientos nacionales de liberación, representantes de instituciones religiosas 
y. por supuesto, el C.I.C.R. y la Liga de las sociedades Nacionales de la Cruz 
Roja y de la Media Luna Roja. 

Pero más interesante que la generalizada presencia de la comunidad in- 
ternacional resulta el hecho de que, en la sesión plenaria del 8 de junio de 
1977, ambos Protocolos en su conjunto fueron aprobados por consenso con 
la sola observación de Francia que fue, digámoslo francamente, la voz 
discordante que, sin embargo, tampoco se opuso al consenso (ll). 

(8) Vid. los dos comenttios complctns hasta ahora publicados: el ya citado del C.I.C.R. en 
ota(3)y BOTHE PARTSCH y SOLF, New RulesforVicti~ofArmedCo~lcls,Martinus 

ljijhoii. 1982. 
(9) Actasconf. Volv,pág. 277.Chiiaseha aùhetido aambos Protocolosen 14deseptiembre 
AP 1 cl11 
-” .._I_. 

(10) Pe~ancció,porelcontr~o.Israelquecmitióelúnicovotoenu>ntraenplenarias. Actas, 
Vd. VI. pág. 41. 
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Es cierto que, en la adopción del Protocolo Adicional 1, antes de llegar al 
consenso en su conjunto, se examinó su contenido artículo por artículo con 
las siguientes excepciones al consenso: 

- Art. 1” Sometido a votación nominal, fue aprobado por 87 votos a 
favor, 1 en contra (Israel) y ll abstenciones (Espaila, entre ellas). 

- Art. 42. Aprobado por 71 votos contra 12 (países del gropo árabe) y 
ll abstenciones. 

- Art.44. Sometido a votación nominal. fue aprobado por 73 votos a 
favor contra 1 (Israel) y 21 abstenciones (Espaila, entre ellas). 

- Art. 51. Sometido a votación nominal, fue aprobado por 77 votos 
contra 1 (Francia) y 16 abstenciones. 

- AK 52. Aprobado por 79 votos a favor, ninguno cn contra y 7 abs- 
tenciones (entre ellas Francia, que he la solicitante del voto). 

- Art. 57. Aprobado por 90 votos a favor, ninguno en contra y 4 abs- 
tenciones (entre ellas, Francia que fue la solicitante del voto). 

- Art. 58. Aprobado por 80 votos a favor, ninguno en contra y 8 
abstenciones (entre ellas Francia, solicitante del voto). 

- An. 89. Aprobado por 50 votos a favor contra 3 y 40 abstcncioncs. 
- AK 90. Aprobado por 49 votos contra 21 y 15 abstenciones. 
- AK 96. Sometido a votación nominal, fue aprobado por 93 votos a 

favor 1 cn contra (Israel) y 2 abstenciones (España y Tai-landia). 

Del examen detallado de estos resultados, puede deducirse que, en un 
documento de 102 artículos, fueron aceptados sin mayores problemas y por 
consenso 92. De los diez restantes, que fueron aprobados por mayorías que 
pueden calificarse de aplastantes (12), cabe formar cuatro grupos: 

a) Los articulos 1, 44 y 96, objetados exclusivamente por Israel y 
adoptados con 87, 73 y 93 votos a favor. respectivamente. En los dos 
primeros se abstuvieron principalmente los paises del grupo occidental - 
con importantes excepciones-y en cl 96 solamente Esptia y Tailandia, sin 
que pueda saberse realmente por quk motivos, como no sea por una pura 
inercia derivada de su postura sobre los articulos 1 y 44. 

b) El articulo 42, al que solo se opusieron 12 paises de.1 grupo Arabe, que 

(11) Actas, Vo1 VII, pág 205. Sobre la pastura de Francia, no muy lógica. volveremos más 
adelante. 
(12) De acuerdo con el Reglamento de la CDDH, se exigía una mayoría de dos tercios de 
representantes presentes y votantes para las decisiones de fcmdo (artículo 35). En todos los 
casos, como puede obsewarse, la mayoría fue mucho más amplia. 
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pretendían introducir una modificación claramente atentatoria contra el 
Derecho de la Guerra clásico y a todo principio humanitario: la posibilidad 
de atacaralpilotoque,derribadosu avión encombate, selanzaenparacaidas, 
cuando sea previsible que va a caer en territorio controlado por la Parte ala 
que el piloto pertenece. 

c) Los artfculos 51,52, 57 y 58, objetados solamente por Francia, la que 
exigió voto y solo lo emitió contra cl 51, absteniéndose respecto a los otros 
tres. 

d) Los artfculos 89 y 90 objetados, en el primer caso por excesiva 
imprecisión y en el segundo por posible ineficacia y riesgo de intervención 
en las competencias soberanas del Estado (13) sin que, pese a ello, hayan 
dado lugar posteriortkente a reservas o declaraciones interpretativas. 

Cabe deducir de lo que se acaba dc exponer, que España+omo, por otra 
parte, la mayorfa del grupo occidental- solamente se planteó con seriedad 
las consecuencias que podfan derivarse de los articulos 1, párrafo 444 y 96. 
En ningún momento tuvo dudas sobre los demAs preceptos del Protocolo 1, 
con la excepción del articulo 89 sobre el que la abstención fue una medida 
de excesiva prudencia derivada de su origen. El articulo 89 fue el resultado 
de una transacción conseguida tras numerosos esfuerzos para sustituir a las 
propuestas, mucho mas concretas e inaceptables para los más, sobre. la 
doctrina sobre las represalias. 

No creemos necesario insistir aquf sobre el Protocolo II que, excepto en 
sus arttculos 1 y 16, lite aceptado por consenso y que, por ser producto de un 
rechazo generalizado del proyecto elaborado por la Conferencia y de una 
enmienda transacional a la totalidad que, en el último momento, presentó 
Pakistán, ha quedado reducido apoco mas que una declaración de intencio- 
nes. Nuestro pafs, como todos los occidentales, lo ha ratificado pura y sim- 
plemente, pues no plantea especiales problemas (14). 

El consenso alcanzado en el Protocolo 1 tiene su explicación en el propio 
mCtodo de trabajo de la Conferencia. Se dividió ésta en tres Comisiones 
principales que se ocuparon, cada una de ellas, de un grupo de materias. Las 
Comisiones, a su vez, constituyeron cuantos grupos de trabajo fueron 

(13) España se abstuvo en la votación del art. 89. Por un evidente error de Secretaría, la 
explicacióndesuvotoapareceenlapágina79del volumen VI de las Actas,comoreferida al 
mítulo 7 (réngase en cuenta que el art. 89 era. en el proyecto. un ticulo no numerado para 
colocar ames o después del 70: la mecanógrafa debió omitir el 0). 
(14) En alguna ocasión quisiera ocuparme dc este documento, aunque solo sea como un 
ejerciciodeestilo,comogriificamente afimxí elembajadorBindschelle,deSuiza. enrelación 
con algunos de los artículos procedentes de la enmienda de Pakistán, de los que había 
desaparecido todo supleno significado. 
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precisos para alcanzar textos aceptables para todos. Este sistema de trabajo 
exigib un notable esfuerzo y, por supuesto, una gran pérdida de tiempo: el 
trabajo de pasillos fue tan importante como el oficial, El embajador Aldrich, 
que presidió la delegación de los Estados Unidos, afirma que “una dc las 
razones por las que la conferencia exigió cuatro perfodos de sesiones fue la 
necesidad dc una gran cantidad de tiempo y esfuerzos encaminados a obtener 
compromisos generalmente aceptables, en vez de enfrentar votos poten- 
cialmente destructivos (15). 

Desde el primer momento se intentó que los textos, a fuerza de ceder sus 
autores cn parte y de aceptar enmiendas cn cuanto fuera posible, a fuerza de 
tejer y destejer, de avanzar y rctroccdcr, llegasen a ser texto de general 
aceptación. 

De esa forma, incluso los artículos que no obtuvieron la unanimidad, 
consiguieron en votación mayodas de notable importancia. 

3. Los resultados. 

Las circunstancias que quedan expuestas en cl anterior apartado dcbetían 
planteamos seriamente qué problema o problemas-han llevado posterior- 
mente a reticencias y hasta objeciones que están atentando gravemente 
contra la eficacia de unos instrumentos internacionales, cuya ncccsidad es 
agobiante. Por eso, antes de entrar en el examen de aquel o aquellos 
problemas +n relación con las declaraciones interpretativas espaholas- 
puede ser interesante hacer una somera valoración de los resultados ob- 
tenidos en función de los objetivos perseguidos. 

A mi juicio, los seis objetivos perseguidos por los Protocolos han sido 
llevados a la realidad por los siguientes preceptos: 

A.- Objetivo primero: reforzar la aplicación del Derecho internacional 
humanitario existente. El C.I.C.R. proponía, a este respecto, el estudio de 
cuatro grupos de materias (16): 

a) Normas sobre difusión y aplicación de los principios y reglas huma- 
nitarlas, lo que se ha traducido en los artículos 82, 83 y 84 del 
Protocolo 1 y 19 del Protocolo II. 

b) Normas sobre el control mas eficaz de la observancia y cumplimien- 

(15) GEORGE H. ALDRICH. Some reflectionr on the origins of 1977 Genero Protocols. en 
Etudes el essois sur le droit inkvnationnl hwnanitoire efsur lesprirzcipesde la Croú-Rouge 
en I’honneur de JeonPicte~. Maninu Nijhoff. 1984. Págs. 129 y sigs. esp. 133. 
(16) Documentación C.I.C.R. Conferencia de Expertos, Fascículo II.’ 
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to del derecho vigente. En este aspecto, cabe citar los artfculos 5 
(potencias protectoras), 6 (personal cualificado), 8 1 (actividades del 
C.I.C.R. y otras organizaciones humanitarias) y, en cierto modo, 
articulo 90 (comisión dc encuesta), todos del Protocolo 1. 

c) Normas más eficaces sobre sanción de las violaciones del dcrccho 
en vigor. A cl10 se dirigen los articulos 85 al 9 1 del Protocolo 1. 

d) Represalias. En esta materia, no fue posible una avance sustancial, 
aunque se incluyeron prohibiciones concretas en los artículos 20, 
51.6.52.1, 53.3, 54.4, 55.2 y 56.4 del Protocolo 1. 

B.- Objetivo segundo: protección de las poblaciones civiles contra los 
peligros derivados de las hostilidades. En realidad, este fue el fin principal 
perseguido por las normas adicionales a los convenios. La más importante 
victima dc la guerra moderna cs la población civil y esta idca late cn todo el 
desarrollo actual del Dcrccho internacional humanitario. Serfa inútil, por 
eso, enumerar aqut los prcccptos que, de modo directo o indirecto, tienen 
como objeto conseguir una mejor protección de la poblaci6n civil. Ambos 
Protocolos, en su totalidad, tiene este fin último. De modo directo, ademas, 
todo el Título IV del Protocolo 1 (arts 48 al 79) y el IV del Protocolo II (arts. 
13 aI 18). 
C.- Objetivo tercero: Reglas humanitarias relativas al comportamiento de los 
combatientes. El propósito era, en cstc punto, conseguir un desarrollo dc los 
principios muy generales contenidos en los Convenios de La Haya 1899/ 
1907. 
Lasidcas contenidas en la documentación presentadaporel C.I.C.R. (17) se 
plasmaron en los articulos 35 al 42 del Protocolo 1. 
D.- Objetivo cuarto: protección de las victimas de conflictos armados sin 
carácter internacional. Fin conseguido, aunque con evidentes limitaciones 
como ya se ha dicho anteriormente. por el Protocolo Adicional II en su 
conjunto. 
E.- Objetivo quinto: estatuto de los combatientes y el problema dc la 
guerrilla. El fin planteado por el C.I.C.R. se limitaba realmente a conseguir 
una norma suficiente a proteger a los combatientes de todos los conflictos 
armados, incluidos, por tanto, los que utilizan la guerrilla como mctodo de 
guerra (18). El resultado fue, quizá, mas amplio que el inicialmente plan- 
teado. 
En el Proyecto claborado por la Conferencia de expertos y presentado 
despues, como punto de partida, antc la CDDH (19) no aparecía más que un 

(17) Docs. C.I.C.R. Codcrcncia Expertos, Fascículo IV 
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artículo 42 sobre los que se llamaba “nueva categorfa de prisioneros de 
guerra” si bien en el articulo 40 se trataban las llamadas “misiones independi- 
entes” que han pasado a ser el actual articulo 46, sobre espías. El resultado 
lina1 de los trabajos de la CDDH ha sido la Sección II de Titulo III del 
Protocolo 1, “Estatuto de combatiente y de prisionero de guerra”, que incluye 
cinco importantes disposiciones: art. 43 (concepto de Fuerzas Armadas), 44 
(Combatientes y prisioneros de guerra), 4.5 (otras personas que han tomado 
parte en las hostilidades), 46 (espias) y 47 (mercenarios). 
F.- Objetivo sexto: protección de heridos y enfermos. El propósito persegui- 
do era doble: de una parte, ampliarla protccci6n de heridos, enfermos y nao- 
fragos, suficientemente desarrollada para las Fuerzas Armadas cn los Con- 
venios 1 y II, pero muy limitada para la población civil; y de otra, conseguir 
una mayor protección dc los transportes sanitarios, en especial los aéreos 
(20). El resultado puede considerarse cspecialmcnte feliz mediante el Título 
II del Protocolo 1 y el Titulo III del Protocolo II. Tres problemas muy arduos 
fueron abordados y solucionados baîtantc satisfactoriamente: la protección 
de las personas contra tratos médicos abusivos (art. ll del Prat. 1 y 5 del Pmt. 
II), la protección general de la misión medica (arts. 16 Prat. 1 y 10 Prot II) y 
la protección de aeronaves sanitarias (arts. 18 a 24 al 31 del Prot. 1) (21). 

Como consecuencia de cuanto queda dicho, parece que puede concluirse 
que los resultados obtenidos fueron sulicientcmente satisfactorios. Se plan 
tearon cuestiones de suma importancia que consiguieron, las más dc las 
veces, una solución admitida por unanimidad; en alguna ocasión, una 
solución admitida mayoritariamente, con mayorfas no ya absolutas o cuali- 
ficadas, sino cercanas ala unanimidad; y solo en una materia -problema dc 
las represalias- con una solución parcial pero generalmente admisible. 

En tales circunstancias, cabe preguntarse de nuevo cuti o cuáles han sido 
los motivos que dan lugar ahora a reticencias que van desde el rechazo radical 
del Protocolo Adicional 1 por Francia-y muy probablemente por los 

Estados Unidos-, hasta su aceptación limitada con declaraciones intcrpre- 

tativas de distinto alcance, pero que ocultan, en muchos casos, verdaderas 

(18) Docs. C.I.C.R. Conferencia Expertos. Fascículo VI. 
(19) Documento CDDH 3,Gincbra 1973. 
(20) Docs. C.I.C.R. ConferenciaExpertos. Fascículo VII. 
(21) Vid. Waldcrmar A. SolC. Developemeti o/tke proleclion of tke Womded, Sick ond 
SkipwreckedulderlheProrocolsAddirional~orke 1949GenevoConvenrionr,enEfudes... en 
I’komur de Jean Picret. cit. pág,. 240. 
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nservas. No es éste el motivo de este artículo, pero el tema queda planteado 
ante las dcclamciones que plescnta España y que a continuación me propon- 
go examinar. 

lo- Al Protocolo 1 en su totdiiad 

El Gobierno del Reino de Espaiia “entiende que este Protocolo, en su 
tibito especifico, se aplica exclusivamente a las armas convcncional~~, y 
sin perjuicio de las normas de Derecho Internacional aplicabks a otms tipos 
de armas”. 

Esta dedalación es extraotinakunente grave, a mi juicio, pues desvir- 
túa, en gran parte, lafmalidad fundamental del P&colo y mucsw, adcmA.s, 
que el rdactor de la declaración ha copiado, pem ha copiado muy mal (22). 

El origen de esta declaración hay que buscarlo en las manifestaciones 
hechas por los Estados Unidos y por el Reino Unido de la Gran BnzuTa e 
Irlanda del Norte, en el momento de la Iirma del acta íii de la CDDH y por 
el rcpwentantc de Francia en la Sesión plenaria del 8 de junio de 1977. 

Los Estados Unidos, en su declaración escrita dcclan lo siguiente: 
“Entienden los Estados Unidos dc Amkica que las normas contenidas cn 

este Protocolo no tuvieron como fin el producir ekcm alguno sobre el uso de 
las armas nuclcams y en consccucncia ni lo legulan ni lo pmhitxn”. (23). 

El Reino Unido, por su parte, incluye entre otras notas intcrprctativas 
pnìscntadas en la misma ocasi6n, la siguiente: 

‘<que las nuevas normas introducidas por el Pmtocnlo no tienen como 
fin el producir efecto alguno o regular o prohibir cl uso de armas 
nucleares”. (24). 

Francia, finalmente, en la citada sesión plenaria de 8 de junio de 1977, y 
antes de que se pmcediese a la adopción de los dos Pmtocolos en su conjunto 
por cownso, hizo una amplia dcclamción en la que, entre OUX, apanxeo las 
siguientes frases: 
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“... su Gobierno no admite en modo alguno que las disposiciones del 
F’rotocolo I... puedan prohibirle el empleo de cualquier arma especf- 
fica que estime necesaria para su defensa. El Gobierno de Francia 
tomó nota desde 1973 de que cl C.I.C.R. no habla incluido en sus 
proyectos reglamentación alguna sobre las armas atómicas. Al parti- 
cipar en la elaboraci6n de las disposiciones de los Protocolos adicio- 
nales, el Gobierno de Francia solo tomó en consideración los conhic- 
tos en que se empleen armas convencionales... (25). 

No es este el lugar indicado para entrar en el debate sobre las armas 
nucleares y su relación con las disposiciones del Protocolo. El debate exis- 
te (26). 

L.a sola lectura de las obsetvacioncs hechas por tas tres potencias citadas, 
todas ellas dotadas de armamento nuclear. da ya a conocer, al mcnos, dos 
posturas distintas: los Estados Unidos y el Reino Unido se limitan a 
manifestar que las normas del F’mtocolo no pueden &iucir efectos sobra el 
empleo del arma nuclear, ni intentan su mgulación o prohibición; Francia va 
más allá y Ama que no sc han tomado en consideraci6n para la adopci6n 
de las nuevas normas, más que los conflictos en que se emplean armas 
convencionales. La discrepancia misma de las tres potencias nucleares 
permite la duda sobre el posible alcance del Pmtccolo cn esta materia Sus 
poshms son, además, más que discutibles, pues, si es cierto que dcsdc el 
primer momento se excluyó intencionadamente toda discusión sobre las 
armas nucleares -sin que por tanto exista prohibición o autorización 
expresas, sino simplemente silencie, no se excluyó nunca, ni se pudo 
excluir, una regulación de la utiliïación de los medios y modos de combatir, 
de carácter “pmtector”, que intenta paliar, cn la mayor medida posible, los 
terribles efectos de la guerra sobre las víctimas civiles del conflicto. Cual- 
quicr exclusión global del tema equivaldda a dejar sin efecto el Protocolo 
mismo. El arma atómica no ha sido prohibida, peto su utilizacibn habm de 
tener en cuenta, sin duda alguna, los principios que consagra el F’mtocolo, en 



el que la necesidad militar y proporcionalidad están adecuadamente repre- 
sentadas. 

Y aquí aparece la gran critica a la decIamci6n de nuestro Gobierno. Por 
varios motivos: 

En primer lugar, porque la declaraci6n va más allá incluso que las de los 
Estados Unidos y del Reino Unido que, en sf misma, consdtuycn una grave 
declanxiión, peto que no excluyen la aplicación del Ptotocolo 4 de partos 
de el- en el supuesto de utilbación del arma nuclear. Patece clato que, con 
la intcrpretaci6n de los dos palses, seguiti siendo aplicable el Protocolo en 
su mayor parte, pues lo único que resctvan es la posibilidad de hacer uso del 
arma cualquiera que fuete el resultado. Después de todo, siempre senín 
aplicables los Títulos 1, II, III completos, los Capitulos V y Vl de la Sección 
1 y las secciones II y III del Título IV. y la totalidad de los Titulos V y VI. Es 
decir, que solo los cuatm ptimcms Capítulos de la Sección 1 del Título IV 
pueden quedar afectados - y aun excluidos por la resetva. La declaración 
española, por el contrario, y siyicndo un poco la postura maximalista de 
Francia, es radical: el Protocolo solo se aplica a la guerra con armas 
convencionales y. “a senstt conrmrio” no es aplicable en cuanto se utilicen 
las annas nuclcarcs ( y biológicas o de cualquier otm tipo imaginable). Tal 
como queda redactada la torpe intcrptetación, convierte en inútil la mtifica- 
ción desde el momento en que cualquier tercero transforme la guerra 
convencional en Otto tipo de guerra mediante la utilización, aunque sea 
esporádica, de armas no convcncionalcs. 

La totpeza aumenta si se tiene en cuenta que España no solo no es una 
potencia nuclear, sino que rcitemdamcnte afirma una política antinuclear, 
por no citar su propia decisión de ser dcsnuclearizada. Se podld argüir en 
favor de esta declaración que hemos de seguir la misma dirección que 
nuestros aliados de la Alianza Atlknica, pero es argumento que calece de 
base y de fuerza: ni la alianza se ha manifestado sobte el asunto, ni hay 
unanimidad entre sus miembros. Los Paises Bajos, Dinamarca Islandia y 
Noruega han ratificado el Protocolo sin especificación alguna sobre cl 
asunto. Francia, más consecuente con su radical postura, ha manifestado su 
techazo a la totalidad del Protocolo y su intención de no ratificarlo (27). 
Italia, al proceder a la ratilicación, ha presentado una declaración más 
correcta: “entiende el Gobicmo de Italia que las normas sobre el USO de 
armas, introducidas por el Protocolo Adicional 1, se mftercn exclusivamente 



a las amras convencionales. No prejuzgan cualquier otra norma de Derecho 
Internacional que sea aplicable a otro tipo de armas”. La declaraci6n 
espafiola, como la belga, resultan incompresibles. 

La declaración intetptetativa de España adolece, ademas, de otra impre 
cisión mayor: entiende el Gobierno que este Protocolo, “en su &mbito 
específico”, se aplica s610 a’las armas convencionales. Pero jcu&l es el 
antbito especifico del Protocolo? Aquf aparece un nuevo elcmento de 
confusión, pues el ámbito de aplicaci6n del Pmtocolo esta detinido en los 
números 3 y 4 del artfculo 1”. El número 3 se refiere a las situaciones 
contempladas en el articulo 2, común a los cuatro Convenios de 1949 y es, 
por tanto, un ãmbito gen6tico: en talcs simaciones, se aplica todo el Detecho. 
Por el contrario, el n” 4 es especflico del Pmtocolo al extcmder las situaciones 
previstas en el número 3 a los conflictos armados contra la dominación 
colonial, la ocupación extrarjcra y regfmenes racistas. En estos tipos de 
conflicto es especificamente aplicable el Protocolo, ya que, del Derecho 
preexistente, solo setdn aplicables las normas consuetudinarias, pero no las 
convencionales (28). Si a tales consecuencias llegamos, habremos de admitir 
que la dcclamción espaiíola no wspondc a lo que, al pamcer, era su intención, 
pues en la guerra clásica o en los conflictos amtados a que se refiere el 
artículo 2, común, resultarfa aplicable el Protocolo aunque llegase a ser 
utilizada cl atma nuclear. 

Mucho nos tememos que la postura del Gobierno estaba mas próxima a 
la de la declaraci6n italiana Quizá debo intetptetar las palabras “cn su ámbito 
especftico” en relación con el uso de cienos medios de hacer la guena y no 
con el ámbito de aplicación del Pmtocolo. Quizi hay solo una mata redacci6n 
castellana. Quizá, al fin, sea precisa otra declaración interpretativa que 
interprete la intetpretaci6n..Pem, en todo caso, resulta lamentable compm- 
bar a dónde puede llegar el temor de que se nos pueda considerar autecxclui- 
dos del club de los grandes. No otra explicación puede tutcr esta dcclaraci6n 
interpretativa que no interpreta, aclaratoria que introduce confusión y 
comprensiva de una polftica que, al menos en su apariencia, es mdicahncnte 
opuesta a la polftica que manticnc el Gobicmo que la formula. 

Dos palabras más habrfa que añadir a este comentario: esta dcclamción 
implica una vetdadcra reserva y. fmnte a la opinión contraria (29), estima- 
mos que esta reselva es incompatible wn cl fm y objeto del tratado, con lo 
que cac dc lleno en el apanado c) del artfculo 19 del Convenio de Viena sobre 

(28) CASSBE. ‘Wars of natianal tibaation and humanirxian Law”: en “Etudes... a, I’ho- 
meur de Jean Pictet” cit pág. 323. Vid también C.I.C.R. “Comentary...“, ck págs. 39 y sigs. 
(29) SOLF. en “New Rules...“. cit, página 191. 
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los tratados. La declaraci6n es de titer tao general, que puede n%xlmenk 
desvirtuar el propio Instrumento al que se refiere. 

2*.- A los artículos 1, pámqto 4, y 96, ~árs’o 3 

‘Estos wtfculos se interpretarEln de acuerdo con el principio enunciado en 
el anículo 2, pkmfo 4. de la Catta de las Naciones Unidas, tal y como figura 
desanublado y reafirmado en los siguientes textos: 

1.- Pánafo disposi!ivo 6 de la Resolución 1.514 (XV) de la Asamblea 
General de la Naciones Unidas, de 16 de diciembre de 1960. 

2.- Ultimo pãnafo relativo al Principio de Igualdad de Derechos y LibE 
Dctcnninaci6n de los Pueblos, de la lk&ración sobre Principios de 
Derecho Imcmacional r&cntcs a las Relaciones de Amistad y a la 
Cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, aprobada por Resolución 2625 (XXV) de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, de 24 de octubre de 
1970”. 

Aunque uno se pregunta si lealmente es necesaria esta declaración. a la 
vista de la propia redacci6n del pSna.ro 4 del art. 1” del Pmtocolo - ya que 
expresamente se remite a la Carta y a la Resolución 262.5 (XX!/) -, no puede 
ser tan crítico con ella como lo ha sido con la anterior. 

El párrafo 4 del articulo 1” fue objeto de wias preocupaciones y. como 
ya vimos antetionnente, fue rechazado de plano por Israel con la abstención 
de 11 Estados. La votación se nxlix3 sobn: el a&ulo en su conjunto, pcm 
tanto kael como los abstenidos expkamn su postura en razx5n al pkmfo 4. 
La delegación de España presentó una declaraci6n explicativa que dice asi: 

“Haciendo uso de la facultad de explicar sus votos por escrito, que ha 
sido recicnteniente concedida a las dclegãciones panicipantes en la 
Confcrcncia, la Dclcgaci6n de España desea hacer constar que su 
abstenci6n en la votación del anííuIo 1 del PmtocoIo 1 obedece a la 
nìdacción dada al pkmfo 4, cuya formulación da la impnxión de que 
el tratamiento jurídico de un conflicto armado pudiera estar en 
relación con los motivos o los fmcs que hayan podido impulsar a las 
Paxtes contendientes, lo que, a su vez, pudiera interpretarse como un 
reflejo de la filosofía, por nadie admitida hoy, según la cual el fin 
justifica los medios. 
Además, ese pkrafo incluye el concepto, de muy difícil definición 
objetiva, de movimientos de libcraci6n nacional, que, en opinión de la 
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Delegación de FspaÍia, por las razones antedichas, que fuemn oportu- 
namente seikiladas, no tiene lugar en este articulo. 
La Delegdción de España expresa su espeto .y comprensión hacia el 
criterio seguido por las delcgacioncs que han propugnado y aprobado 
este pkmfo y, finalmente, subraya su conformidad con los tres 
primeros pánafos del articulo 1. (30). 

La oposición española a este párrafo no era nueva. Se habfa puesto 
tambiQ de manifiesto en el seno de la Comisi6n 1 en la que emitió voto 
negativo. Por otra parte, la p&55n dc nucstm País coincidía con la de otms 
paises occidentales, que manifestaron sus reservas respecto a la redacción 
del panafo, aún admitiendo todos ellos la necesidad de dar pn~ección a las 
víctimas de lo que, en términos no muy pnxisos, se podrian llamar guerras 
coloniales o guenas por la indepmdcncia Esta postura se manifiesta en las 
once abstenciones que concspondcn, precisamente, a 10 paises occidentales 
(h46nac0, Reino Unido de la Gran Bmtañ& República Federal de Alemania, 
Canadá , España, Estados Unidos, Fmnci& Idanda Italia y Japón) a los que 
se unió Guatemala. Eo general, compartian tales Estados la preocupación 
sobre la inseguridad que podia derivar de tal pánafo y quizá las palabras que 
mejor mtlcjan ese estado de 5nimo scan las de la declaración formulada por 
la República Federal de Alemania. 

“Las expresiones ahinación colonial, ocupación exnanjera y regí- 
menes racistas no son criterios objetivos, .sino que se prestan a 
interpretaciones y aplicaciones ar%itrarias, inspiradas en razones de 
orden subjetivo y político. Adcmh, han sido elegidas más bien en 
función de problemas y objetivos a cortr> plazo, y en consccucncia no 
encajan debidamente en un instmmcnto jun’dico al que se quiere dar 
una validez de larga duración (31). 

La declamci6n interpretativa que prescrita ahora España responde a esta 
preocupación, saliendo al paso de prctcnsiones “subjetivas” o “polfticas” 
que serían incompatibles con principios universalmente aceptados que 
afectan a la solxranfa e integridad tcnitorial de los Estados. 

La realidad es que, como observaba la República Federal de Alemania, 
el párrafo 4 del articulo 1 nació con unas finalidades muy concretas y 

(30) Actas. Vol. VI, pág. 62. 
(31) Actas, Val. VI, pág. 60. 
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puramente tempotales. Tan concretas, que casi se puede decir que se estaba 
pensando en tres únicos pafscs: Pormgal (“dominackk colonial”; el pánafo 
se adoptó en 1974), Israel(“ocupación extxmjem”) y República Sudafricana 
(?egímenes racistas”). (32). El Prof. Karl Josef Partsch hace un detenido 
anAlisis del precepto para concluir que su alcance es verdaderamente muy 
limitado (33). Pese a ello, no puedo rechazar la declaración de nuestro 
Gobierno, si bien me permito una ohwvaci6n: quiza la referencia aI último 
panafo sobre el Principio de Igualdad de Deiechos y Lible Dctetminación 
de los Pueblos, contenido en la Resolución 2625 (XXV) dcbieta haberse 
extendido tambiin a su pánaîo penúltimo. Puestos a matizar el artículo 1.4 
-y, correlativamente. el 93.%, cuanta más precisión mejor (34). 

3*.- A los artículos 41, 56, 57, 58, 78, y 86 

El Gobierno del Reino de España “entiende que la palabra posible 
signilica que el asunto a que SC rckre es factible o posible en la prdctica, 
teniendo en cuenta todas las circ~tancias que concuan en el momento cn 
que se produce el hecho, incluyendo en las mismas aspectos humanitarios y 
militares”. 

(32) CASSFSE, War q= nationol lilwafion __.< ch pág. 319. El autor no campane, sin embzrgo, 
el criterio de la R.F.& y ouus tidcntics, a los que culpa en parte de la ambigikdad de, 
precepto al haberse opuesto a posmra más pmaresisra como las que mantuvieron las 
delegaciones de Awmiia 
(33) ROTHE PARTSCH 

y Norüega 
SOLF. New RI& .___, cit páp. 50-52. Más limitada es todavía la 

conclusión de Frirs Kakhovm (citado pn Panîch) para quien el p&mfo pcdría haber sido 
sustituido vx una referencia a “los wcblos de Sudáfrica Y de Palestina”. 

e integridad temkial de cualqÜ¡n otk Estado o país’. (Un estudio completo sobre esta 
declaración, puede verse en Elisa Pérez Vtra. “Naciones Unidas y los Principios de la 
Cocxislcncia Pacítica”. Taos). 
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Esta declaración está directamente inspimda en la que, en el momento de 
la firma del acta , prescntd el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte y es copia exacta de la que, en el momento de su ratificación, ha 
presentado Italia. 

Yo me permito disentir de esta declaración y ello por dos razones 
hmdamcntales: en primer lugar, por una raron puramente tilológiica; y. en 
segundo tirtnino. por una razón lógica. 

La nv6n liloldgica 0 lingüísika es clara: ignoto si en ingles puede haber 
alguna duda sobre el sentido de la palabra “feasible”, que es la utilizada en 
los artículos 41, 57 y 58 del texto en aquel idioma y a la que conctctamente 
se refería la declaración del Reino Unido, la cual, además, explicaba que 
“feasible” debe entenderse como “lo que es practicable o prácticamente 
posible teniendo en cuenta todas las circunstancias del momento incluso las 
tclativas al exilo de las operaciones milita&‘. Peto, por lo que hace al texto 
español, creo que se entiende por sl solo sin necesidad de que nada se 
explique. 

La palabra “factible”, que es la que se ha empleado en el texto espaiiol 
como equivalente a “feasible” en los articulos 57 y 58, tiene un sentido 
claro’10 que se puede hacer” (Diccionario de la Real Academia); lo que es 
“hacedero”, “posible”, “realizable”, “susceptible de ser hecho” (Diccionario 
del uso del Español, Maná Molincr). Y no otra cosa dicen los citados 
artículos. No precisan, a mi juicio, de mayores explicaciones: debe hacerse 
lo que se pucde hacer; y no se haní aquello que interfiera pvcmcnte en las 
operaciones militares de acuerdo con las normas de proporcionalidad y 
economfa por las que se rigen. La misma utiliiación de la palabra indica que 
no se trata de normas absolutas. 

Otro tanto cabe decir de la palabra “posible”. Posible es “lo que puede set” 
o “se puede ejecutar” y hacer lo posibIe o todo lo posible es “no omitir 
circunstancia ni diligencia alguna para el logro de lo que se intenta” 
(Diccionario de la Real Academia); y es tambien “ptccurar”. Lo posible no 
fuerza, salvo en la medida en que algo intentado permita el esfuerzo. No se 
habla, por tanto, de exigencias inalcanzables u obligaciones inascquiblcs. 
Creo que nucstm idioma es claro y cualquier militar que lea cualquiera de 
los artfcuIos interpretados sabti, perfectamente, sin necesidad dc intctpreta- 
ción, cual cs su alcance. 

Hay una segunda razón no gramaticsI, pata techazar la declaración. La he 
llamado 16gica y no d si es la palabra sdccuada Lo que quieto decir es que, 
hasta cieno punto, es incongmcntc: no se pucdcn medir por el mismo rasen> 
todos los artfculos. En primer lugar, porque no todos utilizan la misma 
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terminología: en los artfculos 57 y 58 y 86 no se utiliza, en la versión 
española, la palabra “posible”, sino la palabra “factible” (35). Y aunque 
ambas tiene un sentido similar, no mwlta admisible que el Gobierno español 
-y sus funcionarios responsables y las Cortes que le autorizan dcmues- 
tren no haber letdo los textos y pmtcndan aclarar una palabra que no se usa 
(36). En segundo lugar, porque la esencia de todos los artfculos aquf inter- 
pretados es distinta y la fuelza de las paMxas que contienen es necesaria- 
mente distinta: los attículos 41, 56 y 78 son de contenido tímdamentalmen- 
te humanitario y. consecuentemente, la exigencia de lo posible es mayor en 
relación con su aspecto humanitario; los atdculos 57 y 58 son de contenido 
preferentemente tictico y. por tanto, la necesidad militar tiene un mayor peso 
que su aspecto inditectamente humanitario: el art 86, tinalmcnte, tiene un 
contenido de carácter penal para cuya valoración habed que atender a mas 
circunstancias que a los meros aspectos humanitarios y militares a que se 
refiere la declaración interpretativa. 

Quede, pues, aquí constancia de la disconfomtidad del autor de esta nota 
sobre la discutible interpmCxi6n Esta opinión, ciertamente, es tan discutible 
como la declaraci6n, peto, por supuesto, de menor nascendcncia Yo no soy 
un Gobierno copiando a otro. Y me parecena, sin embargo, faltar a mi propio 
sentido jurídico si no mostrase mis pmtündas dudas sobre la necesidad y 
opxttmidad de tan absurda y fonka explicación. 

5”. Al amkulo 44, párr& 3. 

El Gobierno del Remo de EsparIa “entiende que los crhetios contenidos 
en el parrafo b) del citado anfcalo mspccto a distinción entre combatientes 
y población civil pueden ser solamente aplicados en tenitorios ocupados. 
Asimismo interpreta que la expresión despliegue militar significa cualquier 
movimiento hacia el lugar desde el que o hacia el que un ataque va a ser 
lanzado”. 

Pocos anfcnlos han sido tan debatidos como el 44. Se puede decir que 
toda la labor desanullada por la Comisión III de la CDDH durante los tres 
primeros pcrfodos de sesiones (1974, 1975 y 1976) estuvo prkticamente 



limitado a conseguir un texto de este artículo 44 tal como hoy podemos 
leedo. No es éste ni el momento N el lugar para una exposición amplia de su 
amplia problemática (37). Espacia que se abstuvo en la votación, presentó la 
siguiente explicación de voto: 

“La Delegación de España desea. con motivo de su abstención en la 
votación sobre eI titulo 42 (dclinitiva numeración, la actual 44) del 
FWocolo 1, dejar constancia dc que las chcunstancias que motivaron 
una actitud idéntica, de su parte, cuando se produjo la adopción del 
mismo a&ulo en la Comisión III, IX> han cambiado, a su juicio, y no 
justifican un cambio de actitud cn este momento. 

El texto puesto a votación no garantiza, en efecto, como ya se hizo 
notar entonces, la seguridad de la población civil, fin capital de los 
instrumentos que se discuten. Los términos en que el tiiculo está 
redactado podrkm favorecer, a juicio de la delegación de España, el 
desanollo del nuevo fenómeno llamado perilla urbana y, por consi- 
guiente, ciena forma de tcnuismo, constituyendo, en tal concepto, un 
riesgo grave para la scguidad de los Estados y, en definitiva, un paso 
en el camino de la subversión internacional” (38). 

Aunque es ckxto que el ankulo 44, en especialen su pkrafo 3, puede 
poner en mayor riesgo a la población civil, y aunque es cierto tambi6n que 
el fin capital de los Fkxocolos era incrementar su seguridad, no me panxe 
que se puede llegar, a su vista, a la conclusi6n a que llega la declaración que 
acaba de transcribirse. No olvidemos que, al inicio de la CDDH, también se 
planteaba el problema del estatuto del guerrillero en cuanto cspccie de 
combatiente legitimo y que el artkulo 44 está en Fátima y necesaria Elación 
con el 43 (39) y con el rasto de los que componen el capítulo: el tiatlo 44 
solo se tefiere a combatientes legitimos , es decir, a personas que tiene el 
derecho a combatir. 

Tampoco es posible olvidar que estamos hablando de un instmmcnto 
intcmacional aplicable a conflictos armados internacionales, por lo que 
panxe abusivo hablar de gueniIla ubana y de termrktno (40). Sm embargo 

(37) El lector puede satkfacer su aniosidad en los correspondientes comentarios al m. 44 
en los ya citados del C.I.C.R. y de Bothe, Panch y Solf. También puede resultp kueresante 
- y no menos imtructiv~ la consulta de la Rewe de tkoit Pénal Milita& ef Dmit dc la 
Guare, tomo XXL númcm 1-2-34, 1982. que Tecoge los traba@ de la reunión de la sociedad 
61 Lauwnne del 2 al 6 de sqxiembre de 1982. 
(38) Actas. Val. VI. pág. 141. 
(39) Solf, en New Rules...“, cir, pág. 2.4 y sip. 
(40) Tampca puc& enti en este tana 4’~; a mi juicio SZGI de qukio al ñokxxk El 
Fnxidente Reagan ha llegada a similares nivclcs de inmmprcnsión en el escrito de 29 & ensm 
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la ambigikdad que aparece cn la redacción del pArrafo 3 y, sobre tcdo, las tor- 
cidas interpretaciones --o las intcrcsadas interpretaciones de que ha sido 
objeto bien merccc alguna mfnima intcrprctación por patte de los Gobiernos 
que, responsablemente, desean aplicarlo si ratifican el Protocolo. En este 
sentido, la declaraci6n española es plausible, pues, se refiere a dos de los es- 
collos que el artículo plantea: el de las cixonstan cias en que puede ser ad- 
mitida la no distinción de los combatientes wcto a la población civil (ti- 
bito de aplicación del n” 3 del arr. 44) y cl de los límites mínimos con que, 
incluso en tales ctitancias, el combatiente ha de mostrarse como tal (mo- 
mento a ptir del cual, la ocultación de su cualidad empzuía a ser perfidia). 

En el primer aspecto, la declaración española es, quiZa, excesivamente 
restrictiva al considerar el p&rafo aplicable solamente ‘en los territorios 
ocupados”. El párrafo fue pensado, preferentemente, no para territorios 
ocupados, sino para las luchas extraotinxias a que se refiere el n” 4 del 
artículo 1 y. muy en- especial. para las llamadas .de liberación nacional, que 
mantcnian los pueblos coloniJcs contra sus meuópolis. Hablar en estos 
ca.ws de territorios ocupados panxc desorbitado. Ciertamente, el C.I.C.R., 
al pmponcr un desarrollo del dcmcho en este aspecto, pmsaba mAs bien en 
la insuficiencia del artículo 4 del Tcrccr Convenio dc Ginebra. El Reino 
Unido, a la firma del Protocolo, estimaba que este pkmfo era aplicable en 
los tenito~os ocupados y en los conflictos armados previstos en el art 1.4; 
y en el mismo sentido se manilicstan, en el momento de su ratificación, 
BClgica, Nueva Zelanda y la República de Cona Eo sentido más Estingido, 
similar al de Ekpa& Italia al ratilicar y la República Federal de Alemania en 
su explicación de voto antc la Confenmcia (41). Tras un examen del texto - 
que se mtiere a la natomleza de laî hostilidades y no a su causa- parece más 
aceptable pcosar que las únicas situaciones de exccpzión se dan en tenitodo 
ocupado o en los conllictos del n”4 del art 1 (42), aunque algunos entiendan 
que este segundo caso es ~610 un supuesto especial del primero. 

de 19x7 crin el que remilE al senado, para su ratificación. el PlutomIo II y previmc c0nb-a la 
del Pmtrmlo 1. Vid. Amekan Journai q’-lnrernotional Law. oct. 1987. WI, 81. n” 4 < seguida 
de una raínación a cargo de Hans-Pctcr Cawr, Asesor Jurídico del C1.C.R. De es& mismo 
autor, Prohibición de ios IIC~O,S de rerroriww en el dwectw intwmionai hwwümio, XI 
Mesa Redonda del Instituto Internacional de Derecho Humanitario de S. Remo (Italia), 
sept. 1985. En la redacción del artículo 44 intcrvinicron, por cinto. de foma dccisiv~ los 
relatores de la Comisión -III, el Prof. Rauta y el Embajador Akkich ambos noneamuicanos 
y el últio, jefe de la Dclcgtión de los F.stxlos Unidos. 
(41) Actas, Vd. VI, pág. 140. 
(42) C.I.C.R.. Cammentory . . . . cit, págs 529 y sigs. en las que se examina ampliamente este 
problema. El autor de este artículo mantuvo la poaura. también quizá excesivamente 
moictiva de que este p6rrafo aa solo aplicable a los supuestos del An 1.4. Vid Rev. de Dmtit 
Penal MiIiiaire, volumen citado en nota 37. 
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El segundo problema que intenta solucionar la~declaración es de gran 
complejidad, pues los t&minos “despliegue milita? han sido intetptetados 
según el gusto de cada cual. La declaración espabola es coincidente con la 
interpretación gcnerabnentc aceptada por el mundo occidental y muy espe- 
cialmente por la República Federal de Alemania que fue, además, la 
pmponente del parrafo en orden a determinar con la mayor claridad posible 
los mfnimos exigibles para poder considerar combatiente legitimo al 
guerrikm que normalmente no sc distingue de la población civil (43). 

En cualquier caso, los problemas que plantea el anfculo 44 -y no solo 
su piafo 3, aunque &e muy particulam~ente que, pattiendo del dctxx de 
los combatientes de distinguirse siempre de la población civil no comba- 
tiente, admite situaciones en que ésto no es posible, exige por parte de los 
protagonistas internacionales una gran dosis de buena fe cn su intcrptetación. 
Solo asf, sin perder de Vista que taks ct ‘mtmstancias solo pueden ser muy ex- 
ccpcionales, que el art 44 forma parte de una estructura de la que son también 
parte los artkulos 43 y 45 -ambos en última relación con aqué& y que la 
finalidad perseguida es la de alcanzar una protección adecuada a los 
combatientes de la guerra de guenilta puestos fuera de combate, podrá 
llegarse a una comprensión perkcta de todo el precepto. 

Reconozcamo$ porque es de justicia, que la buena fe no es abundante en 
las relaciones internacionales. Las aclaraciones espaftolas -como sus 
paralelas de otros pafses occidentales pueden contribuir a una mejor 
comptensión del atdculo 44, peto de nada setviriE si falta aquella buena fe en 
las panes afectadas por el conflicto. Y en estas situaciones, pedir objetividad 
es tanto como predicar en el desierto. 

5” A los artículos 51 al 58 

El Gobierno del Reino de Fspafía “entiende que la decisión adoptada por 
mandos militares, u otms con facultad legal para planear o ejecutar ataques 
que pudictan tener repercusiones sobre pctsonal civil, bienes o simibues, no 
puede nccesatiamente ser tomada m5s que sobre la base de informaciones 
pertincntcs disponibles en el momento considerado y que ha sido posible 
obtcncr a estos efectos”. 
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De nuevo estamos ante uo caso de mimetismti incompn&bIe. La simpk 
lectura de los artlculos 51 al 58 lleva a conclusiones tales, que. la da%aci6n 
resulta innecesaria. Tales artículos tiene por objeto conseguir -si ello es 
posible- que la población civil no padezca el cúmulo de honrars que viene 
padeciendo en los modernos conflictos armados. Constituyen los Capitulos 
II, III y IV de la Sección 1 del Titulo IV del Pmtocolo. Todo el dtulo lV sc 
refiere a la protección de la población civil y su Sección 1 se denomina 
“Pmtecci6n General contra los efectos de las hostilidades”. Vicne a comple- 
mentar el timido intento de pmtccci6n contenido en el Titulo II del Cuarto 
Convenio de Ginebra. Pero nunca están redactados en unos tkminos de 
caticter absoluto. 

La CDDH se ocu@ de dejar bien sentado el necesario equilibrio entre la 
necesidad militar y la necesidad humanitaria y para ello dejó prevalecer la 
pdmcn -salvo en muy contados supucxos mediarre fkmulas de diversa 
indole, pcm cuyo sentido no deja lugar a dudas. Unas veces, mcdiaote la clara 
y directa declaración de que la necesidad militar debe prevalecer (art. 54); 
otras, mediante la utilización de verbos no imperativos del tipo “velará”, 
“pmcura#, etc. (arts. 55, 57 y 58); otras, en fin, mediante la admisión de 
exccpcionea a las prohibiciones impuestas (arts. 54, 56)... S610 dos prohibi- 
ciones son, a mi juicio, absolutas: el ataque a la población civil como tal y los 
ataquca a titulo de reptias cn los contados supuestos en que cxpresamcnte 
se prohiben. 

Declarar que el mando militar o el responsable de un ataque s610 puede 
tomar su decisión a la vista de las inkormacioncs que posea es una obviedad 
tal, que su sola declaración avergüenza y hasta resulta injuriosa para el 
mando del que se duda que pueda obrar de oha maoem. 

Esta declaración pmcede, una WI. más, de la que llev6 a cabo el Reino 
Unido en el momento de la firma de los Pmtocolos y a la que rciteradamen- 
te hemos debido aludir en este trabajo. En el mismo sentido que la declara- 
ción española, las han presentado, al ratificar, Italia y Nueva Zelanda. 
Niigún otro Estado ha considerado necesaria aclaraci6n alguna a ~y>mxxi que 
no la necesitan. 

Es cierto que, en relación con estos aticulos, se planteó un problema 
distinto: el de su posible repercusión sobre el derecho de legitima defensa 
consagrado por el alt 51 dc la Cana de las Naciones Unidas. Ya hemos 
aludido a este problema planteado por Francia en concreta Elación con los 
anículos 51, 52, 57 y 58 (44). que fucmn sometidos a voto y aceptados por 

(44) Vid. especialmente, 1; dc&mci& hecha en relación om el articulo 51. en Actas, Vol. 
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abrumadoras mayorfas. Los otros cuatro artfculos del grupo que ahora 
contemplamos fueron aceptados por consenso. con la sola observación del 
mpresentante del Reino Unido que, sin cmbatgo, prcstd su consentimiento 
a los ocho en su plenitud (45). 

En la interpretación de estos artfculos, no puede dejarse de lado su 
finalidad timdamentahnente humanharia. No se trata de establecer rtgidas 
nomas sobre medios o modos de hacer la guena; no se establecen pmhibi- 
ciones sobre armas concretas o sobre ciertas tzicticas; no se limita el derecho 
a la defensa -bien al contrario, se consagra nueva y exptesamente en el 
númem 5 del aaícuto 54 del Protocolo 1, De lo que se trata es de conseguir, 
para la poblacibn civil, la gran víctima dc la guerra moderna, la mayor 
ptokcci6n posible. Y nadie tiene dctecho a dudar sobre la capacidad de los 
Mandos militams, que es evidente que tomanin sus decisiones a la vista de 
las informaciones que posean y solo a la vista de ellas. $.s que hay ah& otro 
pmccdimiento de tomar decisiones? Nadie suele ir a la gucna - y menos a 
la gravosfsima guerra actual a matar moscas a cañonazos. La información es 
la base de toda decisión y toda decisión se apoya en el principio coste- 
eficacia, una de cuyas m5.s claras manifcstacioncs cs cl de proporcionalidad 
al que ya anteriormente hemos aludido (46). 

Cmo, en definitiva, que cuando tcdo cl mundo apreciaba el exacto sentido 
de los ptcceptos pmtectotes de la poblaci6n civil, la postura de Francia y la 
declaración del Reino Unido -ahora desgraciadamente seguida por nuestro 
paí+ vinieron a poner confusión, cumpliendo asf la ya vieja postura 
intelectual de oscurecer lo que aparecia clam. 

6B. A los artííulos 51, 52 y 57 

El Gobierno del Reino de España “entiende que ia ven&zju militar a que 
hacen rcfctencia tales atdculos sc rcficre a la ventaja que se espcn del ataque 
en su conjunto y no de parles aisladas del mismo” 

I, págs. 168.169. kaka intiuja este tana sor@vamente en las plenzia~ fuuks. Eurante 
toda la Confcrcncia wlaborá intensamente en la obtención de los texu>s que después fueron 
objetados. 
(45) km. Vd. 1, Pág. 172 Austia gresema una dcclaranón similar solo ~spccto al artííulo 
57yunarewvaal SSenelsauidu~qquesaáaplicabledejandoasalvoelderechoaN 
legítima defensa. 
(46) Frcnle a las tesis que mantuvo la dclcgación Francaa, vid. Pash “New Rules...‘: cir. pág 
317. Estima cse corncntita que los p&aíos 4.5 y 7 del an 51 - fundamenm de la opaición 
gala- no hacen sino consagrar lo que. según la mayoría de la doctrina, es derecho 
internacional consuetudinario. 
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Así lo entiende el Gobicmo del Reino de España, siguiendo -una vez 
más la confusa mente del Gobierno de S.M. Britt!nka y lo entiende, al 
modesto juicio de este comentarista, muy mal:En primer lugar, porque la 
declaraci6n pasa por el mismo mscm a la ‘kntaja militar”. tal como aparece 
en los articulos 51 y 57 +e consagran el repetido principio de pmporcion- 
alidab y a la cita que se hace en cl titulo 52 como elemento detwminante 
de la cualidad de militar de un dctcnninado bien. Lo que ocurre es que el 
Reino Unido introduce un nuevo clcmcnto de confusión -seguido gmgad- 
amen: por Italia, Bdlgka y Nueva Zelanda- que no existe lealmente cn los 
tiículos 51 y 57, y tal elemento es causa efectiva de confusión en otms 
Gobicmos que repentinamente sicntcn afanes pcrfeccionistas (47). 

Por otm parte, parece que el Reino Unido confundió el concepto de ataque 
con los ataques muy grandes. Mejor dicho, con las grandes operaciones 
militares. Pem el atique puede ser tambien algo más pequeño y aun muy 
pequeño: y. en todos los supuest~~s, hay una acción unitaria. Tanto en las 
grandes oprxioncs -compuestas, si se quiem por una sede de ataques m& 
pequeños que responden tcdos al mismo iii y a los mismos impulsos como 
en las pequeñas. El “ataque” es una unidad en si misma. Siempre. En toda 
cirwnstancia En unos casos de más entidad y en otms de menos. Y la ventaja 
militar es también sicmpn: única. En unos casos grande -la invasión del 
continente eum- y en otnx m& mducida -la ocupación de Montcca- 
sino-. Incluso muy pequeña: la ocupacibn de una pequeña casa aislada 
desde la que alguien hostiga a las fuerzas propias. Pero es evidente que en 
todos [os cusos, sin que el Reino Unido nos lo explique ni nucstm Gobierno 
tenga que interpretarlo, lo que contempla el Mando militar es siempre la 
ventaja de cada acción, de cada ataque cn su conjunto. Hahria que tetorer 
los textos de los arrículos 51 y 57 para Ilcgar a distinta conclusi6n. 

La alusiún, por tanto, a los dos citados aluculos nos parece, con todos los 
respetos hacia quienes la concibicmn, un enwr conuapmducente: ayudaril a 
que, en cuanto a alguien le convenga, esgrima una interpretación ventajosa. 

La alusiún, en la declaración española, al rutículo 52 -al que, cicnamen- 
te el Reino Unido se refietc, pcm no en conexión con los otms dos ankulos 
no solo me parece un etmr, sino la consecuencia de una mala lectura del 
Protocolo. En este atttculo, las palabras “ventaja militar” no se refieren a 
ataques, sino a la definición de los objetivos militares y la observación de 
nuestm Gobicmo carece de todo sentido. 

(47) Nummsas delegaciones en la CDDH se fclicitaro~ pz5samente, por la con.wgnsión 
del principio dc pprcionalidad (incluida la del Rcim Unido). 
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7”. Al artículo 52, párr@Lo 2 

El Gobierno del Reino de España “entiende que la consecución o 
conservación de una determinada zona terrestre constituye un objetivo 
militar cuando rctmiendo todos los requerimientos expuestos en el citado 
p&rafo, proporciona una concreta ventaja militar teniendo en cuenta las 
circunstancias que concurren durante el tiempo considerado”. 

Tambien esta declaración está inspirada en la que, en su momento, 
fotmuló el Reino Unido. La declaración no es, en si misma censurable, 
aunque es probablemente innecesaria. La apmbaci6n de este artículo tuvo 
lugar en la sesión plenatia 41” de la CDDH, celebrada en la tarde del 26 de 
mayo de 1977. A petición del Dclcgado dc Francia, se sometió a votaci6n y 
se aceptó p3r 79 votos a favor, ninguno cn contra y 7 abstenciones, entre ellas. 
para gcncral perplejidad, la de Francia que, al solicitar votación, pamcfa 
indicar que se iba a oponer como había hecho en el artfculo antctior (48). 
Ninguna delegaci6n puso cn duda el alcance del concepto de objetivo militar 
en el sentido de extenderse tambiCn a mnas tcncstms amplias cuya posesión 
sc tmduza en una evidente ventaja militar. 

Es cieno que, durante los trabajos en Comisión, se había planteado esta 
cuestión y se aceptó la redacción del número 2 del articulo 52 como 
suficientcmcnte comprensiva. E3 delegado del Remo Unido, en su intcrvcn- 
ción en la sesión plenaria antes citada, se felicitó por la inclusión del panafo 
2 que, a su juicio, inclufa entre los posibles objetivos militares, zonas 
determinadas de terreno si, a causa dc su situación o por otras razones 
especílicas, su destrucción, captura o ncutmlización pmducfan una ventaja 
militar. Solo otros tres oradores (49) tomaron la palabra y ninguno para 
oponctse a las pronunciadas por el Delegado del Remo Unido. 

En tales condiciones, y a la vista del resultado de la votación y del 
contenido de las actas, es lícito preguntame hasta que punto resulta necesaria 
la declaración que hace nucsua patria. El conocido rcfik, “lo que abunda no 
daña”, no siempre es acertado: en ocasiones, lo abundante indigesta. Y 
cuando, con rara unanimidad, se ha aceptado ya una interpretación en la 



Conferencia en la que el texto se prepar6 y aprobó --una interpretación 
autCntica--, resulta inútil y pmbablcmcnte inoportuna toda insistencia. 

Peto, ademas, qulti no esté dcrnás recordar que. la interpretación de todo 
texto ha de hacerse en su conjunto y de modo sistemático. El @rafo 2 del 
artículo 52 no pcdrfa tcncr otm sentido que el pmpttesto por el Gobierno, 
cuando el propio Pmttxolo asf lo admite. Por ejemplo, y “a scnw conttario”, 
es posible tratar como objclivo único (no seria ataque indiwiminado a los 
efectos del articulo 51.5) una región o porción de teneno donde apamzcan 
concentrados muchos objetivos mililaarcs concretos, cuya separación flsica 
sea tan pequeña que resulte imposible cl ataque individualizado: una gran 
región industrial de alta concentración; un paso geográfico; etc. 

III.- LA DEcLAR4C,0N SOBRE EL AmKtJLO 90, PÁaaAFO 2 

El Gobierno reconoce, mediante esta declaración, que considero de 
excepcional importancia, la compctcncia de la Comisión especial de encues- 
ta que se crea en el númcm I del mismo artículo. La creación de esta 
Comisión, que tiene-por objeto asegurar mas el-efectivo cumplimiento del 
Dxccho humanitario, tmpx6 con no pocas dilicultades que ticncn abona su 
reflejo en el pequeño número de paises que, al ratificar, han hecho la 
declaración de mconocimicnto “ipso facto” y sin previo acuerdo especial, de 
sxt competencia. Al hacerlo España, no tcncmos sino que felicitarnos de su 
alineamiento con el grupo de naciones máF seriamente compmmctidas en eI 
respeto de las mencionadas normaî humanitarias. Según los datos que obran 
en mi poder, solo ll Estados de los 83 que habfan ratificado el Protocolo 1, 
habían hecho la declaración: Austria, BClgica, Dinamarca, Finlandia, Islan- 
dia, Italia, Noruega, Nueva Zelanda, Pakcs Bajos, Suecia y Suka El ntimcto 
y caractcríticas de estos paf% hablan por si solos. Levanta cl animo ver a 
España entre ellos. 

IV.- ALGUNAS OBSER”ACIONEs lm.4LEs 

El autor de este comentario, sin duda llevado por un sentimiento utópico, 
hubiera querido que su patria hubiera mtificado el Pmtccolo Adicional 1 tal 
como ha hecho con el II: sin mezcla de mal alguno. No tiene más mmcdio que 
rcconoccr que su postura está, efectivamente. fuera de lugar. Pero crce 
obligado insistir en que, tanto la finalidad liidamental del documento - 
pmfcrcnte protección de las tristes y atonncntadas poblaciones civiles contra 
el azote de la gttcn&- como el método Icnto, prudente y conciliador seguido 
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en su elabomción, obligaban a una mayor compmosi6n del instnanento pûr 
parte de las Autoddades gubemamentaks y de los Mandos militares. Porque 
el Protocolo 1 intnxluce, ciertamente, algwtas difculzzdes en la planifica- 
ción dc la guem pem no consagra, en ninguno de sus pwxptos, imposibili- 
dades. Tambien obligaban -y esto es especialmente válido respecto a 
nuestm Gobierno -a huir de un mimetismo en las interpretaciones, que 
came de mucha base jurkiica y de toda base humanitaria. 

El autor no puede, por tanto, compartir la “prudencia” --si es que ésto 
merece tal nombre- de nuestm Gobicmo siguiendo, ciegamente, el dictado 
de otms más fuertes que, digámoslo con franqueza, tampoco tienen mz76n Se 
pueden admitir -n todas las ~cservas de que se ha hecho mención- las 
dcckaciones que se refieren a los anfculos 1.4 y 44.3. Sobran todas las 
demás. Y se echa de menos, en cambio, una declaración expnx. en mIación 
con lo dispuesto en el titulo 43.3 del Pmtocnlo, sobre la especial wa- 
leza del Cuelpo de la Guardia Civil (SO), a la vista de lo establecido, con 
ciems dosis de ambigüedad, en el anículo 9, b) de la Ley Orgánica 2/1986, 
de 13 de marm, de Fuelzas y Cuclpos de Segmidad. y en el 39 de la Ley 
Orgtica 6/19X0, de 1 de julio, sobre criterios bfisicos de la Dcfcma Nacional 
y de la Organización Militar. Hubiera quedado hecha, asf, de una vez para 
siempre la declaración a que se relicre el mencionado precepto del Pmtocolo. 

Pese a todo lo hasta aqui expuesto, bienvenida sea la ratiliwción. 


